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1. INTRODUCCIÓN 
Debido a los escasos avances en la reducción de las emisiones de carbono en los países industrializados, 
el interés global por utilizar soluciones basadas en la naturaleza (NbS) a los problemas climáticos nunca 
ha sido mayor entre los gobiernos, las empresas y las ONG. En principio, las NbS pretenden aprovechar 
la financiación multilateral, bilateral y privada para financiar iniciativas destinadas a proteger, gestionar y 
restaurar los ecosistemas con el fin de mitigar y eliminar las emisiones de carbono, y generar al mismo 
tiempo beneficios colaterales sociales y medioambientales.1 Sin embargo, muchos esquemas de NbS, 
especialmente los que implican mercados privados de carbono, han sido criticados por su falta de trans-
parencia, integridad climática e impactos sociales adversos en las comunidades afectadas.2 A pesar de la 
creciente falta de confianza en los supuestos beneficios del mercado voluntario de carbono, los proyectos 
y las inversiones en el comercio de emisiones de carbono no cesan.3 

Como muestra de la creciente demanda de NbS, en octubre de 2024, 91 países firmaron o negocia-
ron acuerdos bilaterales, o de algún modo expresaron su intención de colaborar en las transacciones 
y actividades del mercado de carbono en virtud del artículo 6.2 del Acuerdo de París sobre el Clima.4 Si 
se realizaran plenamente, las actividades de eliminación de carbono cumulativas de las promesas de 
reducción a cero en las Contribuciones Determinadas a Nivel Nacional (NDC) de estos países requerirían 
NbS para cubrir una cantidad de tierra aproximadamente igual a la que se utiliza globalmente para la 
agricultura.5 La puesta en marcha de un mercado global de carbono en virtud del artículo 6.4 plantea 
nuevas cuestiones sobre cómo se desarrollará sobre el terreno una demanda aún mayor de proyectos de 
secuestro de carbono terrestre. 

Hasta la fecha, las NbS han dado prioridad a las medidas con bajos costos de oportunidad en los paisajes 
rurales de las regiones en desarrollo e ignorado los principales impulsores de la deforestación, la de-
gradación de los bosques y la pérdida de biodiversidad (es decir, las cadenas de suministro globales 
para la agricultura, la madera, la minería y otras materias primas).6 Estas iniciativas suelen superpon-
erse con las tierras y los territorios de los Pueblos Indígenas,7 las comunidades locales,8 y los Pueblos 
Afrodescendientes.9 

Sin embargo, solo un poco más de la mitad (56 por ciento) de las tierras que se conoce que son poseídas 
y utilizadas consuetudinariamente por estas comunidades han sido reconocidas de forma legal por los 
gobiernos hasta la fecha.10 Dado que se trata de regiones en las que los derechos a la tierra y el carbono 
a menudo carecen de claridad, son objeto de disputa o no están reconocidos, las NbS corren el riesgo de 
privar a las comunidades de sus derechos a la tierra y los recursos naturales, los cuales a menudo forman 
parte integral de sus medios de vida y sus culturas. Las actividades de NbS que vulneran los derechos 
y la seguridad de tenencia de los Pueblos Indígenas, los Pueblos Afrodescendientes y las comunidades 
locales no solo son incompatibles con el derecho internacional, sino que también generan incertidumbre 
y conflictos que ponen en peligro la integridad y la legitimidad de los planes de secuestro de carbono de 
los gobiernos y los inversionistas. 

Desde la CoP29 de la CMNUCC en noviembre de 2024, y la aprobación nominal del artículo 6.4, el pan-
orama normativo ha cambiado rápidamente. Este informe, y los datos que lo acompañan, ofrecen una 
instantánea de los derechos al carbono en un mundo donde existe una enorme demanda institucio-
nal para que el comercio de carbono funcione11 y una gran incertidumbre sobre si los mecanismos de 
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mercado ofrecerán resultados creíbles, justos y equitativos.12 En este informe se analiza la situación 
actual en el momento en que los países se preparan para la puesta en marcha del artículo 6.4 y 
se ofrece un análisis sistemático del reconocimiento de los derechos al carbono de los Pueblos 
Indígenas, los Pueblos Afrodescendientes y las comunidades locales en 33 países de África, Asia 
y América Latina, en agosto de 2024.13

En la Sección 2 se presenta la metodología en la que se basa este informe. Las secciones siguientes se 
organizan en torno a los cuatro ámbitos clave de la legislación y las políticas nacionales que configuran la 
situación de los derechos sobre el carbono: el reconocimiento general de los derechos sobre los territo-
rios, las tierras y los recursos forestales (Sección 3); la regulación del comercio de carbono (Sección 4); la 
gobernanza de las protecciones, la distribución de beneficios y la tenencia en el contexto de REDD+ y el 
comercio de carbono (Sección 5); y las normas relativas al debido proceso legal, la equidad y la compen-
sación en el comercio de carbono (Sección 6). La Sección 7 concluye con un resumen de los principales 
hallazgos y sus implicancias para los encargados de la formulación de políticas y los facultativos. 

El objetivo de este informe es aumentar la capacidad de los gobiernos, las comunidades, la sociedad civil, 
las organizaciones internacionales, los donantes y los actores empresariales ― incluidos los proponentes 
de proyectos y de normas de carbono ― para evaluar la situación de los derechos sobre el carbono en 
las tierras y los bosques tropicales y subtropicales, con el fin de tomar medidas para proteger y mejorar 
estos derechos en el contexto del creciente interés global en las NbS. Nuestros hallazgos revelan que 
la mayoría de los gobiernos no han adoptado las reformas legislativas y políticas necesarias 
para reconocer y proteger los derechos sobre el carbono de los Pueblos Indígenas, los Pueblos 
Afrodescendientes y las comunidades locales. La falla sistemática de reconocimiento y protección 
de los derechos sobre el carbono de las comunidades afectadas socava tanto la credibilidad de las NbS 
impulsadas por el mercado como la capacidad de los Pueblos Indígenas, los Pueblos Afrodescendientes 
y las comunidades locales para ejercer sus derechos y su autonomía sobre sus territorios consuetudinar-
ios. Los gobiernos, las organizaciones internacionales, los donantes, las empresas y otros proponentes 
de las NbS deben tomar medidas para garantizar que los esfuerzos del secuestro de carbono terrestre 
respeten, protejan y mejoren todo el conjunto de derechos de los Pueblos Indígenas, los Pueblos Afrode-
scendientes y las comunidades locales.

2. METODOLOGÍA
2.1 Definición de los derechos sobre el carbono
Muchas organizaciones definen los derechos sobre el carbono como un reclamo o derecho legal a los 
beneficios generados por actividades que secuestran o eliminan carbono de la atmósfera.14 La atribución 
y la ejecución, equitativas y transparentes, de los reclamos de las comunidades a los beneficios de las 
actividades de mitigación del cambio climático basadas en la tierra pueden servir como una protección 
importante para garantizar que participen adecuadamente, y sean compensadas, por las NbS que ocur-
ren en sus territorios, tierras y recursos, o que los afectan. Sin embargo, esta definición restringida de los 
derechos sobre el carbono se basa en la noción de que el carbono se ha convertido o se convertirá en un 
activo comercializable a través de una ley o un acuerdo contractual.15 Esta suposición problemática puede 
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socavar el derecho de las comunidades a dar o negar su consentimiento a las NbS.16 También puede 
promover una mercantilización de facto de los recursos naturales que es incompatible con la relación 
única de los Pueblos Indígenas con la naturaleza, basada en el parentesco y la reciprocidad.17 Por último, 
la definición de los derechos sobre el carbono como reclamos de beneficios no capta la amplia gama de 
derechos que los Pueblos Indígenas, los Pueblos Afrodescendientes y las comunidades locales pueden 
hacer valer en relación a las actividades de NbS, y las tierras y los recursos donde se aplicarán.

RECUADRO 1. RESUMEN INTRODUCTORIO A LOS CONCEPTOS CLAVE

Programa para la Reducción de Emisiones Debidas a la Deforestación y la Degradación de 
Bosques en Países en Desarrollo (REDD+): se refiere a las actividades de mitigación climática que 
buscan reducir las emisiones de gases de efecto invernadero, incluida la conservación de las reservas 
forestales de carbono, la gestión sostenible de los bosques y el aumento de las reservas forestales 
de carbono.

REDD+ jurisdiccional (J-REDD+): se refiere a las actividades de REDD+ implementadas a nivel sub-
nacional y/o nacional, generalmente por gobiernos, a través de grandes jurisdicciones políticas, como 
parte de los planes y las políticas nacionales.

Acuerdo de París sobre el Clima: tratado internacional, jurídicamente vinculante, sobre el cam-
bio climático, adoptado en 2015, que tiene como objetivo limitar el aumento de la temperatura 
media global a 1.5 grados centígrados, muy por debajo de los 2 grados por encima de los niveles 
preindustriales.

Artículo 6.2 del Acuerdo de París sobre el Clima: permite que los países comercien con las 
reducciones y absorciones de emisiones directamente entre sí, mediante acuerdos bilaterales o 
multilaterales.

Artículo 6.4 del Acuerdo de París sobre el Clima: crea el marco para un mercado internacional 
de carbono, supervisado por un Órgano de Supervisión de las Naciones Unidas, en el que los promo-
tores de proyectos los registran para su validación, verificación y la emisión de créditos de carbono 
de alta calidad.

Mercado Voluntario de Carbono (VCM) y Estándar Voluntario de Carbono (VCS): para generar 
créditos de compensación de carbono a partir de actividades como REDD+ y permitir el comercio de 
créditos.

Tenencia comunitaria: denota «los acuerdos en los que el derecho a poseer o administrar la tierra 
y/o los recursos naturales (tales como el agua dulce) es de los Pueblos Indígenas, los Pueblos Afrode-
scendientes y/o las comunidades locales, a nivel comunitario,» estén o no reconocidos legalmente 
estos convenios.18

Régimen de Tenencia Comunitaria (CBTR): conjunto distintivo de leyes y regulaciones nacionales, 
emitidas por el Estado, que rigen «todas las situaciones en las que el derecho a poseer o administrar 
los recursos naturales terrestres es a nivel comunitario.»19
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En consonancia con la Metodología de Profundidad de Derechos de la Iniciativa para los Derechos y Re-
cursos (RRI),20 este informe no solo se enfoca en el reclamo legal de los beneficios generados por las NbS, 
sino en el conjunto de derechos completo que los Pueblos Indígenas, los Pueblos Afrodescendientes y las 
comunidades locales, incluidas las mujeres de estos grupos, pueden ejercer sobre sus tierras y recursos, 
así como en el conjunto más amplio de derechos comunitarios fundamentales para cualquier sistema de 
protección eficaz.

Como se muestra en la Figura 1, esta visión de los derechos sobre el carbono se fundamenta en i) el marco 
del conjunto de derechos de larga data que detalla derechos de acceso, extracción, gestión, exclusión, de-
bido proceso legal y compensación distintivos, y la duración de esos derechos de las comunidades sobre 
el carbono y las tierras y los territorios donde puede ser secuestrado; y ii) basándose en la orientación 
de REDD+ de la ONU y otros esfuerzos, los derechos de las comunidades al consentimiento libre, previo 
e informado (CLPI) o consulta previa e información completa, según proceda, reparación de quejas, dis-
tribución equitativa de beneficios, mecanismos de protección, y transparencia y acceso a la información. 
El auge de los mercados de carbono obliga a aclarar urgentemente los derechos comunitarios sobre los 
activos y servicios de carbono, incluido el derecho de las comunidades a gestionar, comerciar o benefi-
ciarse de otro modo del carbono, y su capacidad de ejercer el conjunto de derechos antes mencionado 
relacionado con sus tierras y territorios. El comercio de carbono implica el reconocimiento o la atribución 
legal del carbono como activo o servicio y el reconocimiento operativo de que tales actividades pueden 
tener repercusiones positivas o negativas para las comunidades y sus derechos.

FIGURA 1. COMERCIO DE CARBONO Y DERECHOS SOBRE LOS RECURSOS

Derechos comunitarios
Consulta previa e información completa

Resolución de quejas

Distribución equitativa de beneficios
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Transparencia y acceso a la información
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reconocidos y atribuidos por ley
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2.2 Naturaleza y alcance del análisis
Este informe ofrece una evaluación sistemática de si se han reconocido (y cómo, y en qué medida) los 
derechos sobre el carbono por las leyes y políticas nacionales que abordan los derechos de los Pueblos 
Indígenas, los Pueblos Afrodescendientes y las comunidades locales, la administración y gestión de la 
tenencia de la tierra y forestal, y la gobernanza de la mitigación climática, REDD+ y el comercio de carbono. 
Para completar este análisis, codificamos 35 indicadores a nivel nacional relacionados a la solidez de los 
derechos sobre el carbono que poseen las comunidades legalmente reconocidas, incluidos dos indica-
dores que hacen referencia a los derechos de las mujeres o a la equidad de género.21 

Estos indicadores se codificaron mediante un análisis jurídico exhaustivo de un conjunto de datos de 
leyes y políticas nacionales originales de los 33 países incluidos en este estudio, así como del conjunto 
de datos existente de RRI sobre qué tan completos son los derechos22 que rigen los 99 regímenes de 
tenencia comunitaria (CBTR)23 identificados en estos países. Como se presenta en la Tabla 1, nuestra 
evaluación sistemática abarca 33 países de África (11), Asia (9) y América Latina (13). Se estima que estos 
países contienen el 67 por ciento de los bosques tropicales y subtropicales del mundo,24 y cuentan con 
una población rural combinada de 1.54 mil millones de personas, lo que equivale a más del 44 por ciento 
de la población rural global.25 Se seleccionaron estos países porque se encuentran entre los más elegidos 
para el incremento de las actividades del mercado de carbono y se reconocen por abordar, o necesitar 
abordar, cuestiones relacionadas con los derechos sobre los recursos de los Pueblos Indígenas, los Pueb-
los Afrodescendientes o las comunidades locales.

Este informe parte de la base de que unas leyes y políticas nacionales sólidas y equitativas son esenciales 
para garantizar que las NbS promuevan ― en vez de socavar ― los derechos de los Pueblos Indígenas, 
los Pueblos Afrodescendientes y las comunidades locales. Sin embargo, es importante señalar que la 
eficacia de cualquier ley depende de la medida en que sea aplicada por los gobiernos y respetada por 
las empresas, las ONG y otras partes interesadas. Nuestro análisis ofrece un punto de partida para 
hacer balance de los riesgos jurídicos asociados a las NbS en distintos países e identifica las 
reformas jurídicas necesarias para garantizar que se beneficien a las poblaciones locales en 
lugar de perjudicarlas. Nuestros hallazgos no incluyen datos sobre la implementación práctica de los 
derechos sobre el carbono y otros derechos asociados. Es necesario continuar las investigaciones para 
comprender los resultados concretos de las leyes y políticas nacionales relacionadas a los Pueblos Indíge-
nas, los Pueblos Afrodescendientes y las comunidades locales de estos países.

TABLA 1. LISTA DE PAÍSES INCLUIDOS EN ESTE INFORME

África
Camerún, República Democrática del Congo, República del Congo, Gabón, Ghana, 
Kenia, Liberia, Madagascar, Mozambique, Tanzania y Zambia

Asia
Camboya, Indonesia, India, República Democrática Popular Lao, Nepal, Papúa Nueva 
Guinea, Filipinas, Tailandia y Vietnam

América Latina
Bolivia, Brasil, Colombia, Costa Rica, Ecuador, Guatemala, Guyana, Honduras, México, 
Nicaragua, Panamá, Perú y Surinam
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3. RECONOCIMIENTO GENERAL DE LOS 
DERECHOS A LOS TERRITORIOS, LAS TIERRAS Y 
LOS RECURSOS FORESTALES
Un marco legal nacional que reconozca el estatus distintivo de los Pueblos Indígenas, los Pueblos Afrode-
scendientes y las comunidades locales como titulares de derechos, y que respete sus derechos funda-
mentales, es esencial para garantizar que los esfuerzos para preservar o mejorar el secuestro de carbono 
cumplan plenamente la legislación internacional sobre derechos humanos.26 Sin embargo, nuestros 
hallazgos indican que la mayoría de los países en nuestro estudio carecen del conjunto completo de leyes 
nacionales que permitirían a estos grupos ejercer sus derechos sustantivos y de participación en relación 
con los esfuerzos propuestos o previstos de secuestro de carbono terrestre. 

3.1 Reconocimiento de los derechos sustantivos a las tierras 
forestales y a la seguridad de tenencia
Los derechos colectivos de los Pueblos Indígenas, los Pueblos Afrodescendientes y las comunidades 
locales constituyen la base jurídica principal para el reconocimiento y el ejercicio de sus derechos sobre el 
carbono. Solo 21 países de nuestro estudio tienen constituciones, decisiones judiciales o leyes generales 
que proporcionan a estas comunidades una protección jurídica global sobre sus derechos colectivos a 
los territorios, las tierras o los recursos forestales.27 Doce países no ofrecen ninguna protección a los 
derechos colectivos a las tierras y los bosques de los grupos mencionados. La mayoría de estos países se 
encuentran en África (Camerún, República Democrática del Congo, República del Congo, Gabón, Ghana, 
Madagascar y Tanzania), cuatro en Asia (Camboya, Laos, Nepal y Vietnam) y uno en América Latina (Su-
rinam). En ausencia de estas protecciones generales, es probable que la capacidad de las comunidades 
para promover y garantizar sus derechos sobre el carbono, en el contexto de las leyes, las políticas y los 
proyectos de mitigación climática basados en la tierra, sea mucho más difícil.

La existencia de leyes que otorgan a las comunidades el derecho a poseer o gestionar recursos naturales 
territoriales a nivel comunitario, denominados CBTR,28 proporciona una base sólida para el reconocimiento 
y la protección de los derechos sobre el carbono de los Pueblos Indígenas, los Pueblos Afrodescendientes 
y las comunidades locales. Los 33 países de este estudio cuentan con leyes o regulaciones que permiten a 
las comunidades garantizar los CBTR. Sin embargo, el conjunto de derechos asociados a los CBTR puede 
variar considerablemente.

En este estudio, la mayoría de los CBTR revisados ofrecen derechos a la tenencia limitados a las 
comunidades afectadas. De los 99 regímenes de nuestro conjunto de datos, solo 48 están clasificados 
como propiedad de los Pueblos Indígenas, los Pueblos Afrodescendientes y las comunidades locales, 9 son 
administrados por gobiernos y 42 han sido designados para estos grupos. Estos dos últimos regímenes 
no proporcionan a las comunidades el conjunto de derechos completo necesario para garantizar que las 
iniciativas de mitigación del cambio climático basadas en la tierra respeten su autonomía y sirvan a sus 
intereses y prioridades autodeterminadas.
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Dado que cada CBTR es específico a un grupo concreto identificado y no aplica a todas las comunidades 
de un país determinado, algunas comunidades pueden contar con sólidas protecciones legales, mientras 
que otras pueden carecer de tal seguridad. Del mismo modo, aunque existan leyes para garantizar la 
tenencia forestal comunitaria, esto no significa que se hayan aplicado plenamente en todas las zonas 
reclamadas (en parte o en su totalidad), ni en el contexto específico de las iniciativas de secuestro de 
carbono. Resulta preocupante el hecho de que 52 de los CBTR de nuestro conjunto de datos se estab-
lecieron, o actualizaron por última vez, antes de 2008, año en el que se pusieron en marcha las estrategias 
de preparación y los proyectos piloto de REDD+ en todos los países en vías de desarrollo. Dado que la 
mayoría de estos regímenes de tenencia son anteriores a los esfuerzos a gran escala para conservar o 
mejorar el carbono almacenado en los bosques, es poco probable que incluyan normas específicamente 
relacionadas con los derechos a controlar, administrar y beneficiarse de las políticas y proyectos de miti-
gación del carbono basados en la tierra.29

Un régimen de administración de tierras que ofrezca transparencia y rendición de cuentas del registro 
y la ejecución de los reclamos de tenencia es esencial para proporcionar a las comunidades los datos 
necesarios para garantizar sus derechos a sus tierras y recursos. En 23 países se identificaron leyes que 
exigen que todos los reclamos de tenencia de la tierra se incluyan en un registro nacional, y en 22 de 
ellos se especifica, además, que el registro nacional debe estar a disposición del público. Por otro lado, 10 
países no parecen tener ningún requisito legal para la inscripción de los reclamos de tenencia de la tierra 
en un registro de acceso público a nivel nacional. Esta falta de transparencia aumenta la probabilidad de 
corrupción y fraude en las transacciones de tierras30 y socava la capacidad de los Pueblos Indígenas, los 
Pueblos Afrodescendientes o las comunidades locales de garantizar que sus derechos sobre el carbono 
sean reconocidos y protegidos.

FIGURA 2. CBTR EN 33 PAÍSES
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RECUADRO 2. EL PROYECTO NORTHERN RANGELAND TRUST

El proyecto de Northern Rangeland Trust (NRT) en Kenia es un ejemplo ilustrativo de los riesgos que 
corren los proyectos de carbono cuya tenencia está poco clara. El amplio proyecto abarca más de 
4,7 millones de acres e incluye 27 comunidades. El proyecto comenzó en 2004, antes de que el 
gobierno de Kenia creara la protección de los derechos a las tierras comunales en la Ley de Tierras 
Comunitarias de 2016. Cuando se negoció el proyecto NRT, en ausencia de comités comunitarios 
formalmente reconocidos, la empresa que lo puso en marcha creó sus propios paneles comunitarios. 
A medida que las comunidades que vivían en las tierras hicieron valer sus derechos a registrar sus 
tierras comunitarias y establecer comités de gestión de tierras comunitarias, empezaron a darse 
cuenta del alcance del proyecto de carbono que afectaba a sus tierras. Al sentir que sus derechos no 
estaban adecuadamente representados durante las negociaciones iniciales, muchas comunidades 
exigieron una renegociación del contrato. El resultado fue una pausa en el proyecto y dudas en un 
mercado que ya se mostraba receloso ante los supuestos riesgos a impactos sociales. El Gobierno de 
Kenia, consciente del reto que suponía la tenencia poco clara en este gran proyecto, intentó reducir el 
riesgo de que se repitiera este problema exigiendo en las Regulaciones de la Ley de Cambio Climático 
de 2024 que todos los promotores de proyectos definan quiénes tienen derechos de tenencia a la 
tierra que se va a utilizar antes de iniciar un proyecto.31

3.2 Reconocimiento de derechos de participación
Los derechos de participación de los Pueblos Indígenas, los Pueblos Afrodescendientes y las comunidades 
locales en las actividades de secuestro de carbono terrestre32 se derivan del derecho a la participación 
consagrado en la legislación internacional sobre derechos humanos33 y en el principio de participación 
pública en la legislación internacional sobre medioambiente.34 Además, las comunidades se benefician 
de un conjunto mejorado de derechos de participación en virtud de los instrumentos especializados de 
derechos humanos que reconocen su estatus distintivo y su relación única y estrecha con sus tierras y 
costumbres tradicionales.35 

La expresión más fuerte de los derechos de participación es el derecho al CLPI, el cual otorga a los 
titulares la autoridad para dar o negar su consentimiento a leyes o actividades que afecten sus tierras, 
recursos o derechos. Aunque el reconocimiento del derecho al CLPI es un elemento clave de un 
enfoque basado en los derechos para la gobernanza de los esfuerzos de secuestro de carbono, 
está ausente en la mayoría de los países analizados en este estudio. Cerca de la mitad de los 
países analizados (16 de 33) carecen de disposiciones constitucionales o leyes generales que reconozcan 
el derecho al CLPI de los Pueblos Indígenas, los Pueblos Afrodescendientes y las comunidades locales, 
mientras que otros seis reconocen este derecho de manera indefinida o que no se puede cumplir. Así, 
solo 11 países de nuestro conjunto de datos, cinco de los cuales se encuentran en América Latina, han 
reconocido y definido explícitamente el CLPI como un derecho exigible en sus constituciones, como 
una ley general o como resultado de una decisión judicial. De los 17 países que reconocen de alguna 
manera el CLPI, 13 especifican que este derecho es ejercido por instituciones creadas y gobernadas por 
los Pueblos Indígenas, los Pueblos Afrodescendientes y las comunidades locales. Garantizar que estos 
grupos ejerzan su derecho al CLPI a través de instituciones que ellos controlen es vital para avanzar en 
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su autodeterminación, proteger sus culturas tradicionales, sus prácticas de toma de decisiones y sus 
sistemas de conocimiento, y los potencia para proteger sus tierras y recursos de una manera que refleje 
sus prioridades y valores.

En nuestro informe también se analiza si los países han reconocido los derechos o los requisitos de 
consulta previa e información completa de los Pueblos Indígenas, los Pueblos Afrodescendientes y las 
comunidades locales en la gobernanza de tierras, bosques o en las evaluaciones de impacto ambiental. 
Aunque los 33 países de nuestro estudio tienen por lo menos una comunidad o un segmento de la po-
blación que se identifica como Indígena,36 solo 16 países reconocen el derecho de los Pueblos Indígenas 
a ser consultados en contextos que afectan sus tierras o derechos. De los 12 países de nuestro conjunto 
de datos en los que se sabe que hay Pueblos Afrodescendientes,37 solo cinco tienen leyes que garantizan 
los derechos a la consulta previa y a la información completa de los Pueblos Afrodescendientes.

RECUADRO 3. ESTUDIOS DE CASO DE LIBERIA Y GUYANA

CLPI en Liberia
Tras años de lucha contra la tala de árboles, estrechamente vinculada a la corrupción y los disturbios 
políticos, Liberia creó leyes estrictas que exigían el CLPI antes de realizar cualquier actividad en tierras 
comunitarias (Ley Nacional de Reforma de Silvicultura de 2006). Fue una sorpresa cuando el Gobierno 
nacional anunció que había prometido el 10 por ciento de las tierras nacionales a un acuerdo de 
30 años con Blue Carbon.38 La sociedad civil y el Ministerio de Medioambiente, aludiendo al sólido 
historial del país en materia de respeto del CLPI y de los derechos sobre las tierras comunales, se 
opusieron al acuerdo sobre el carbono y declararon una moratoria sobre cualquier otro acuerdo 
hasta que el país estableciera un marco para el carbono que respete las normas vigentes sobre los 
derechos a la tierra y el CLPI.39

Tenencia de la tierra y CLPI en Guyana
La polémica en torno a un proyecto de carbono de ART-TREES en Guyana muestra las complicaciones 
que pueden surgir cuando se combinan derechos de tenencia débiles con procesos de CLPI poco 
claros.40 Aunque la mayoría de la población de Guyana vive en la capital, los Pueblos Indígenas han 
protegido sus ricos bosques durante generaciones. La Ley Amerindia de 2006 otorga a los consejos 
de las aldeas la capacidad de poseer títulos y derechos sobre las tierras de las aldeas, pero, según 
numerosos organismos internacionales de derechos humanos, la ley no otorga a los Pueblos Indí-
genas de Guyana plenos derechos de tenencia y CLPI. El resultado es que muchas comunidades 
Indígenas de Guyana no han sido reconocidas formalmente41 o no poseen títulos de la tierra. Cuando 
el Gobierno organizó un proceso de CLPI para un proyecto de carbono dentro del nuevo marco 
ART-TREES, alegó que el proyecto se desarrollaba en tierras forestales del Gobierno y solo consultó 
a representantes Indígenas reconocidos por el Gobierno nacional. Las sesiones de consulta en las 
aldeas fueron criticadas por no incluir las lenguas locales y por no lograr el pleno consentimiento de 
las comunidades. La apelación formal de los grupos Indígenas a ART-TREES fue denegada por moti-
vos de procedimiento,42 pero los grupos Indígenas continúan acaparando atención, expresando su 
disputa en los medios de comunicación y en público, gracias a su inclusión en el proyecto ART-TREES 
y su participación en las revisiones de su marco legal.
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Por último, 25 países exigen que se consulte a las comunidades locales y se les proporcione información 
completa como parte de los requisitos legales asociados a los regímenes de evaluación del impacto am-
biental. Seis países reconocen alguna forma de participación pública de manera general, pero sin un 
proceso o procedimiento definido para ello. Dos países (Panamá y Filipinas) no tienen ningún requisito 
legal relacionado con la consulta previa y la información completa como parte de sus leyes de evaluación 
de impacto ambiental, aunque ambos países garantizan el derecho al CLPI en otros contextos. Aunque 
está poco claro si los proyectos de secuestro de carbono están dentro del ámbito de estas leyes, y en qué 
medida, no parecen proporcionar una base legal sólida para proteger los derechos de participación de 
las comunidades locales.

4. REGULACIÓN DEL COMERCIO DE CARBONO
Los derechos comunitarios sobre el carbono y las normativas a nivel nacional sobre el carbono están 
estrechamente interrelacionados. Mientras que varios países han establecido (o están en proceso de 
establecer) marcos legales para coordinar las actividades de REDD+ jurisdiccional ( J-REDD+), la regulación 
del mercado voluntario de carbono (VCM) sigue rezagada en la mayoría de los países analizados. La 
clarificación de los derechos a nivel comunitario de control, administración o beneficios de los activos 
o servicios del carbono está aún más retrasada, lo que deja un vacío a la hora de resolver conflictos o 
proteger a los pueblos marginados en cuyas tierras pueden resultar atractivos los proyectos del VCM.

Los marcos legales nacionales de regulación de los mercados de carbono son necesarios para gestionar 
de forma responsable el modo en que los proyectos de carbono interactúan con las comunidades, y los 
programas o iniciativas jurisdiccionales se supone deben especificar los acuerdos de distribución de ben-
eficios con las comunidades afectadas. Sin embargo, para garantizar la transparencia y una compensación 
justa, es primordial el derecho de las comunidades a participar de manera igualitaria en la negociación y 
en el desarrollo de los acuerdos de distribución de beneficios, y unos derechos comunitarios claros son 
un punto de partida fundamental para un diálogo justo y transparente con actores más poderosos.

En la Sección 4.1 analizaremos cómo los países abordan la regulación de los mercados de carbono a nivel 
nacional. En la Sección 4.2 se analizarán los derechos sobre el carbono a nivel comunitario. 

4.1 Regulación nacional del carbono en el contexto del comercio de 
carbono
Entre nuestra muestra seleccionada de países con fuertes incentivos para situarse a la vanguardia de los 
procesos de financiación climática basados en el mercado, más de la mitad carece de regulaciones 
sobre el comercio de carbono. Tan solo el 45 por ciento (15 de 33) tienen regulaciones relacionadas 
con el comercio de carbono. De ellos, 13 han desarrollado algún tipo de regulación o supervisión tanto del 
VCM como de las estrategias J-REDD+ a nivel nacional, y dos (Camboya y Zambia) tienen leyes que solo se 
relacionan al J-REDD+. Muchos países, sin embargo, están avanzando con enfoques superpuestos, pero 
distintivos, para poder participar en los mercados de carbono, incluso dentro de sus propios ministerios. 
Filipinas, por ejemplo, cuenta con una serie de programas y enfoques activos que pretenden aprovechar 
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el creciente VCM,43 pero no dispone de un marco legal general para coordinar actividades o resolver 
conflictos (ver el Recuadro 4). 

Aunque no se regule explícitamente el comercio de carbono, un paso para proteger los derechos de las 
comunidades es reconocer sus derechos a controlar, gestionar o beneficiarse del carbono de alguna 
forma legal o reglamentaria. En general, los derechos a los activos o servicios de carbono están definidos 
legalmente en 14 de los 33 países, ya sea como un derecho a gestionar o reclamar beneficios del car-
bono a nivel estatal o uno a nivel comunitario. En otros 10 países, algún tipo de derecho a los activos o 
servicios de carbono está implícito o puede inferirse de otras leyes y políticas. Las leyes sobre el carbono 
son ambiguas o están inconclusas en otros seis países. Bolivia singularmente prohíbe la mercantilización 
del carbono y otros servicios ecosistémicos, aunque esto puede estar cambiando.44 En algunos casos, 
el reconocimiento general del derecho a controlar, gestionar o beneficiarse del carbono puede incluso 
definirse de forma diferente para los distintos CBTR, como ocurre en Guatemala y Panamá. En esos casos, 
los derechos a los activos o servicios de carbono se reconocen a nivel comunitario, excepto en el caso 
de los Asentamientos Campesinos en Panamá, donde los derechos a los beneficios del carbono son más 
ambiguos desde el punto de vista legal. 

Por último, los países varían a la hora de valorar el carbono como propiedad. En la mayoría de los casos 
(17), los países vinculan el carbono o los créditos comercializables a los derechos a la tierra o a una 
reserva de recursos (por ejemplo, árboles o suelo). En cinco países, el carbono se define como propiedad 
pública y suele ser gestionado por el Estado. En cuatro países, el carbono se trata como una entidad 
separada, un derecho de propiedad en sí mismo. Por ejemplo, la Ley de Cambio Climático de 2021 de 
Gabón (Ordenanza No. 019/2021) define los derechos sobre el carbono para el propósito de la regulación 

RECUADRO 4. LA POLÍTICA DE INCLUIR LOS DERECHOS A LA TIERRA EN LA 
POLÍTICA DE CARBONO

A medida que muchos gobiernos se apresuran a crear nuevas políticas de carbono, la cuestión de si 
se protegen los derechos a la tierra en estas políticas, y de quién, a menudo está relacionada con qué 
ministerios participan y qué partes interesadas son consultadas. Por ejemplo, en Filipinas, a principios 
de 2024, varios ministerios elaboraron borradores de políticas de carbono. El Ministerio de Finanzas, 
con el objetivo de que los mercados de carbono fuesen una nueva fuente de ingresos para el Gobierno, 
creó aportes centrados en maximizar la cuota de ingresos del Gobierno nacional. El Departamento de 
Medioambiente y Recursos Naturales, en cambio, se centró en su mandato de proteger los parques y 
bosques nacionales y coordinó los diversos organismos gubernamentales implicados en la conservación 
de los bosques. Al mismo tiempo, la Comisión Nacional de Pueblos Indígenas publicó las Guías Comple-
mentarias sobre el Consentimiento Libre, Previo e Informado para los Proyectos de Carbono Forestal, en 
las que se establecían procedimientos para proteger la tenencia de la tierra y el derecho a la participación 
de los Pueblos Indígenas. La diferencia de lenguaje de estas distintas políticas provocó muchos retrasos 
y a menudo dificultó que las partes interesadas supieran cuál era la mejor manera de participar en 
el proceso. Filipinas no es el único país. En noviembre de 2024, al margen de la CoP29, los gobiernos 
desde Nigeria hasta Chile informaron sobre los retos de coordinar los aportes de múltiples ministerios al 
redactar las políticas de carbono.
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de los créditos y aclara las circunstancias de la propiedad legal de un crédito de carbono gabonés. En los 
siete países restantes, el derecho de propiedad del carbono es ambiguo o no concluyente.

4.2 Derechos comunitarios sobre el carbono en el contexto de los 
mercados de carbono
A nivel comunitario, el derecho a utilizar, gestionar o beneficiarse del carbono como activo o 
servicio está reconocido o definido en un tercio de los países analizados, aunque pocos recon-
ocen explícitamente tales derechos. Doce países identifican los procedimientos que deben seguir las 
comunidades para reclamar sus derechos sobre el carbono, incluida la documentación de la propiedad 
legal de la tierra y la solicitud de permisos de comercio de carbono. Los procedimientos para garantizar 
los derechos sobre el carbono estaban poco claros en 20 países. En Tanzania, se identificaron proced-
imientos para tres de sus cinco CBTR.

Sin embargo, los derechos comunitarios a los activos o servicios de carbono solo están ex-
plícitos en tres de nuestros 33 países. De estos tres países, solo Indonesia y Perú reconocen los 
derechos de las comunidades a participar en los mercados de carbono en todos los CBTR, mientras que la 
República del Congo solo reconoce los derechos a los beneficios del carbono en algunos CBTR. En nueve 
países, el Estado es propietario del carbono. Por ejemplo, la Constitución de Mozambique declara que «los 
recursos naturales del suelo y del subsuelo, de las aguas interiores, del mar territorial, de la plataforma 
continental y de la zona económica exclusiva son propiedad del Estado» (artículo 98). Se interpreta que 
esto incluye el carbono, y no ha habido ninguna devolución posterior de los derechos sobre el carbono a 
las comunidades. En otros 12 países, los derechos sobre el carbono a nivel comunitario no son explícitos, 
sino inferidos, y en general se considera que están vinculados a la propiedad de la tierra o los bosques (el 
marco legal de Ghana también insinúa el reconocimiento de los derechos a nivel comunitario, pero no a 
través de la tierra per se). Así, en el caso de Costa Rica, por ejemplo, esto garantiza que las comunidades 
con títulos de la tierra claramente definidos también tienen derechos de propiedad sobre el carbono 
almacenado en ella. En otros dos países, los derechos comunitarios sobre el carbono son diferentes 
para cada CBTR. En los siete países restantes de nuestro conjunto de datos, los derechos comunitarios 
sobre el carbono no están definidos, no son concluyentes o son demasiado ambiguos para clasificarlos 
claramente en una categoría jurídica. 

Los registros de proyectos de carbono abiertos y transparentes son necesarios para garantizar mercados 
de carbono justos y transparentes.45 Sin embargo, en la mayoría de los países (21), no encontramos 
pruebas de la existencia de un registro de proyectos. De los 12 países que han desarrollado una plata-
forma de este tipo, no se pudo acceder públicamente a seis (en línea), cuatro proporcionan información 
sobre propuestas y aprobaciones, y dos solo dan información sobre transacciones de venta de carbono. 
Ningún registro daba acceso a la documentación de los acuerdos específicos entre las comunidades y los 
promotores de los proyectos.
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TABLA 2. RECONOCIMIENTO LEGAL DE LOS DERECHOS SOBRE LOS ACTIVOS O 
SERVICIOS DE CARBONO

País

Los activos o servicios 
de carbono no 

están legalmente 
reconocidos o los 
resultados no son 

concluyentes

De 
propiedad 

estatal

Derechos 
inferidos 

sobre activos 
o servicios de 

carbono

Reconocimiento 
explícito de 

los derechos 
comunitarios 

sobre los activos o 
servicios de carbono

Camerún X

República 
Democrática del 
Congo

X

República del 
Congo

2 CBTRs 3 CBTRs 

Gabón X

Ghana X

Kenia X

Liberia X

Madagascar X

Mozambique X

Tanzania X

Zambia X

Camboya X

Indonesia X

India X

República 
Democrática 
Popular Lao

X

Nepal X

Papúa Nueva 
Guinea

X

Filipinas X

Tailandia X

Vietnam X

Bolivia X

Brasil 6 CBTRs 2 CBTRs

Colombia X
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5. PREPARACIÓN NACIONAL PARA REDD+ Y EL 
COMERCIO DE CARBONO
La situación de los derechos sobre el carbono de los Pueblos Indígenas, los Pueblos Afrodescendientes 
y las comunidades locales también puede evaluarse viendo si se han incluido, y de qué manera, en las 
leyes y políticas nacionales adoptadas para facilitar las actividades de REDD+ jurisdiccionales y basadas en 
el mercado. Nuestros hallazgos ilustran que el progreso hacia la realización de los elementos clave de la 
preparación para REDD+ que son importantes para las comunidades aún no se ha materializado, lo que 
socava su capacidad para acceder a los beneficios, la compensación o la justicia en el contexto de las ac-
tividades de secuestro de carbono que afectan sus tierras. A pesar de años de inversiones internacionales 
en la preparación para REDD+, los países aún no han creado las condiciones propicias para la distribución 
equitativa de los beneficios, ni han abordado eficazmente los riesgos para los derechos, la seguridad de 
la tenencia, las culturas y los medios de vida de las comunidades afectadas.

5.1 Protecciones, distribución de beneficios, y mecanismos de 
reparación de quejas en REDD+ jurisdiccional y de mercado
Según el Paquete de Varsovia para REDD+ adoptado en el marco de la CMNUCC,46 la preparación nacional 
para REDD+ requiere del desarrollo y la puesta en marcha de un sistema de información que proporcione 
información a nivel nacional sobre cómo se están abordando y respetando las protecciones de Can-
cún47 en las intervenciones de REDD+. En la Plataforma de Durban, la CoP de la CMNUCC especifica más 

País

Los activos o servicios 
de carbono no 

están legalmente 
reconocidos o los 
resultados no son 

concluyentes

De 
propiedad 

estatal

Derechos 
inferidos 

sobre activos 
o servicios de 

carbono

Reconocimiento 
explícito de 

los derechos 
comunitarios 

sobre los activos o 
servicios de carbono

Costa Rica X

Ecuador X

Guatemala X

Guyana X

Honduras X

México X

Nicaragua X

Panamá 1 CBTR 1 CBTR

Perú X

Surinam X

Región:    África       Asia       América Latina
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detalladamente que estos sistemas deben implementarse a nivel nacional para todas las actividades de 
REDD+ «independientemente de la fuente o el tipo de financiación»48 y a través de un enfoque impulsado 
por el país que, en última instancia, proporcione «información transparente y coherente accesible a todas 
las partes interesadas pertinentes y que se actualice periódicamente.»49 Hasta la fecha, 26 de los 33 
países han establecido sistemas de información sobre protecciones (SIS) plenamente operativos para sus 
actividades de REDD+, y tres países han tomado medidas para diseñar o poner en marcha sus sistemas. 
Aunque la existencia de estos sistemas es un requisito básico para la preparación para REDD+, cuatro 
países (Bolivia, Nicaragua, República del Congo y Tailandia) no parecen haber avanzado en el establec-
imiento de estos. Por último, y más importante, se desconocen en gran medida la idoneidad y los niveles 
de aplicación de estos sistemas; es decir, no se sabe si alguno de estos sistemas de información sobre 
protecciones de REDD+ comunica información relativa a los proyectos de comercio de carbono basados 
en el mercado, y en qué medida lo hace.

RECUADRO 5. DISTRIBUCIÓN DE BENEFICIOS CUANDO LAS COMUNIDADES 
INDÍGENAS SON LOS PROMOTORES DEL PROYECTO

Una complicación de la distribución equitativa de los beneficios puede ser la cantidad de ingresos que 
retiene el promotor del proyecto, a menudo una ONG o una empresa con ánimo de lucro familiarizada 
con los procesos del carbono, para que el proyecto pase los trámites de validación y acreditación. El 
Consejo de la Tierra de Kimberley, en Australia, se queda con el 100 por ciento de los ingresos de los 
créditos de carbono como promotor de un proyecto Indígena de gestión de incendios.50 Los ingresos 
del proyecto se destinan a la gestión adicional de incendios y a otros planes de desarrollo comunitario 
acordados por los Propietarios Tradicionales. Un proyecto similar en Arnhem también es propiedad, 
y está gestionado, por Aborígenes, y el 95 por ciento de los ingresos se reinvierte en grupos de 
guardabosques Aborígenes para proporcionar empleo local.51 En ambos casos, los Pueblos Indígenas 
son propietarios de sus tierras52 y son aptos para tener derechos legales53 sobre el carbono, lo que 
agiliza el proceso de registro del proyecto en el sistema nacional de créditos de carbono.

Distribución de beneficios a varios niveles en REDD+ Ghana
Los derechos sobre el carbono no están definidos en Ghana y no hay reconocimiento de los Pueblos 
Indígenas. Sin embargo, un legado de transparencia y distribución de beneficios en el sector minero, 
unido a un profundo compromiso con el diálogo de múltiples partes interesadas, dio lugar a un sólido 
sistema de distribución de beneficios.54 Los ingresos del proyecto55 se dividen entre el Gobierno, que 
se queda con el 27 por ciento, y las «Áreas de Intervención de Puntos Calientes» (Hotspot Interven-
tion Areas, HIA). El dinero para las HIA se divide de nuevo entre grupos de agricultores, autoridades 
tradicionales y comunidades. Involucrar a estos distintos grupos de partes interesadas repercute 
positivamente en la eficacia del proyecto porque exige cambios en las prácticas agrícolas y en el uso 
de las tierras comunitarias. La distribución entre las comunidades está directamente relacionada con 
el rendimiento.
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Otro componente clave para un régimen REDD+ eficaz y equitativo es un mecanismo, una ley o una 
política nacional de distribución de beneficios, idealmente uno que especifique una asignación mínima 
de los beneficios generados por las iniciativas de secuestro de carbono a las comunidades afectadas.56 
Sin embargo, la mayoría de los países (18 de 33) de nuestro conjunto de datos aún no han 
diseñado un mecanismo para distribuir los beneficios en las comunidades afectadas. Once 
países han diseñado mecanismos de distribución de beneficios, pero carecen de una asignación mínima 
de beneficios a las comunidades, y solo tres de estos países han establecido y puesto en marcha estos 
mecanismos. Cuatro países tienen un mecanismo de distribución de beneficios definido en una política 

RECUADRO 6. CRITERIOS DE EFICACIA DE LOS MECANISMOS DE QUEJAS NO 
JUDICIALES

«Para garantizar su eficacia, los mecanismos de quejas no judiciales, tanto estatales como no 
estatales, deben ser:

(a) Legítimos: crear confianza entre los grupos de partes interesadas a cuyo uso están destinados y ser 
responsables de la realización justa de los procesos de queja.

(b) Accesibles: ser conocidos por todos los grupos de partes interesadas a cuyo uso están destinados y 
proporcionar asistencia adecuada a quienes puedan enfrentarse a barreras particulares de acceso.

(c) Previsible: proporcionar un procedimiento claro y conocido, con un calendario indicativo para cada 
etapa y claridad sobre los tipos de procesos y resultados disponibles y los medios para monitorear la 
implementación.

(d) Equitativo: tratar de garantizar que las partes agraviadas tengan un acceso razonable a las fuentes de 
información, asesoramiento y experiencia necesarias para participar en un proceso de queja en términos 
justos, informados y respetuosos.

(e) Transparente: mantener informadas a las partes de una queja sobre su progreso y proporcionar 
suficiente información sobre el funcionamiento del mecanismo para generar confianza en su eficacia y 
satisfacer cualquier interés público en juego.

(f) Compatible con los derechos: garantizar que los resultados y las soluciones sean acordes con los dere-
chos humanos reconocidos internacionalmente.

(g) Una fuente de aprendizaje continuo: aprovechar las medidas pertinentes para identificar lecciones que 
permitan mejorar el mecanismo y prevenir futuras reclamaciones y perjuicios.

Los mecanismos a nivel operativo también deben:

(h) Basarse en el compromiso y el diálogo: consultar sobre su diseño y funcionamiento a los grupos de 
partes interesadas a cuyo uso están destinados y centrarse en el diálogo como medio para abordar y 
resolver las reclamaciones.»
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TABLA 3. MECANISMOS NACIONALES DE DISTRIBUCIÓN DE BENEFICIOS Y 
REPARACIÓN DE QUEJAS

País

¿Se ha 
diseñado un 

mecanismo de 
distribución 

de beneficios?

¿Está 
operativo un 

mecanismo de 
distribución 

de beneficios?

¿Se incluye 
una asignación 

mínima de 
beneficios a las 
comunidades?

¿Se ha 
diseñado un 
mecanismo 

de reparación 
de quejas?

¿Está 
operativo un 
mecanismo 

de reparación 
de quejas?

Camerún No/ambiguo No No No/ambiguo No

República 
Democrática 
del Congo

Sí No No Sí Sí

República del 
Congo

Sí No No Sí No

Gabón No/ambiguo No No Sí No

Ghana Sí No Sí Sí No

Kenia Sí No No Sí No

Liberia No/ambiguo No No Sí Sí

Madagascar Sí No Sí Sí No

Mozambique Sí No Sí Sí Sí

Tanzania No/ambiguo No No No/ambiguo No

Zambia No/ambiguo No No No/ambiguo No

Camboya No/ambiguo No No No/ambiguo No

Indonesia Sí Sí No Sí Sí

India Sí Sí No No/ambiguo No

República 
Democrática 
Popular Lao

Sí No Sí Sí No

Nepal Sí No No No/ambiguo No

Papúa Nueva 
Guinea

No/ambiguo No No No/ambiguo No

Filipinas Sí No No No/ambiguo No

Tailandia No/ambiguo No No No/ambiguo No

Vietnam Sí Sí No Sí No

Bolivia No/ambiguo No No No/ambiguo No

Brasil No/ambiguo No No Sí Sí

Colombia No/ambiguo No No Sí Sí

Costa Rica Sí No No Sí Sí

Ecuador No/ambiguo No No Sí Sí
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que incluye un requisito de asignación mínima de beneficios a las comunidades afectadas, pero ninguno 
de ellos parece estar operativo. En última instancia, la falta de avances en el establecimiento de me-
canismos justos y transparentes de distribución de beneficios amenaza con socavar los derechos de los 
Pueblos Indígenas, los Pueblos Afrodescendientes y las comunidades locales a ser compensados por las 
iniciativas de conservación o de secuestro de carbono que afectan sus tierras y territorios. 

La legislación internacional sobre derechos humanos establece que los Pueblos Indígenas, los Pueblos 
Afrodescendientes y las comunidades locales tienen derecho a acceder a mecanismos administrativos, 
judiciales y de rendición de cuentas, entre otros, al igual que a recursos cuando sus derechos se ven 
vulnerados por medidas climáticas, incluidas las actividades de secuestro de carbono terrestre llevadas 
a cabo por gobiernos y actores privados.57 En los países con sistemas jurídicos dotados de los recursos 
adecuados, y que funcionan conforme al Estado de Derecho, los tribunales nacionales son la principal 
institución a la que deben acudir las comunidades en caso de violación de sus derechos. Sin embargo, 
muchos de los países con mayor potencial para NbS adolecen de una débil gobernanza interna y tienen 
sistemas jurídicos en gran medida inaccesibles para las comunidades. En este contexto, los países 
deben crear mecanismos nacionales de reparación de quejas (GRM) que apliquen a las actividades de 
secuestro de carbono. Hemos encontrado que 13 países aún no han establecido un GRM nacional para 
los proyectos de conservación y secuestro de carbono. Nueve países han diseñado sus GRM, pero aún 
no los han puesto en marcha. Solo 11 países cuentan con un GRM nacional plenamente operativo. Sin 
embargo, todos los GRM diseñados o puestos en marcha por estos 20 países aplican a las iniciativas 
REDD+ jurisdiccionales solamente. En resumen, ningún país de nuestro conjunto de datos cuenta 
con un mecanismo que proporcione a los Pueblos Indígenas, los Pueblos Afrodescendientes y 
las comunidades locales algún tipo de reparación cuando sean afectados negativamente por 
iniciativas privadas de conservación y secuestro de carbono. A pesar de los esfuerzos en curso 

País

¿Se ha 
diseñado un 

mecanismo de 
distribución 

de beneficios?

¿Está 
operativo un 

mecanismo de 
distribución 

de beneficios?

¿Se incluye 
una asignación 

mínima de 
beneficios a las 
comunidades?

¿Se ha 
diseñado un 
mecanismo 

de reparación 
de quejas?

¿Está 
operativo un 
mecanismo 

de reparación 
de quejas?

Guatemala Sí No No Sí Sí

Guyana No/ambiguo No No Sí Sí

Honduras No/ambiguo No No No/ambiguo No

México Sí No No Sí Sí

Nicaragua No/ambiguo No No No/ambiguo No

Panamá No/ambiguo No No No/ambiguo No

Perú No/ambiguo No No Sí No

Surinam No/ambiguo No No Sí No

Región:    África       Asia       América Latina
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para mejorar el acceso a la justicia en el contexto de las instituciones jurídicas existentes, es vital que 
los países anfitriones garanticen el acceso a algún tipo de GRM que se aplique a todas las actividades 
de comercio de carbono. Además, dichos GRM deben diseñarse y evaluarse a la luz de los criterios de 
eficacia establecidos en el Principio 31 de los Principios Rectores de las ONU sobre las Empresas y los 
Derechos Humanos58 (ver Recuadro 6).

RECUADRO 7: LA COMUNIDAD KICHWA DE LA AMAZONIA PERUANA OBTIENE 
EL DERECHO A SU TERRITORIO Y LOS BENEFICIOS DE REDD+

En 2001, los kichwas tuvieron que abandonar las tierras en las que habían vivido durante genera-
ciones cuando se creó el Parque Nacional Cordillera Azul. Cuando el parque pasó a formar parte de 
un proyecto de carbono REDD+, el pueblo kichwa no recibió ningún ingreso. Respondieron llevando 
a los tribunales a varios ministerios nacionales y regionales por violar sus derechos a la tierra y su 
derecho a beneficiarse de un proyecto de carbono.59 A finales de 2024, el tribunal falló a favor de la 
comunidad kichwa y les dio derecho a acceder a sus tierras y a beneficiarse del proyecto REDD+.

5.2 Apoyo a los derechos de tenencia en las estrategias de REDD+ y 
mitigación del cambio climático
Las políticas de REDD+ y de mitigación del cambio climático brindan la oportunidad de promover el recon-
ocimiento y la ejecución de los derechos de tenencia de la tierra de los Pueblos Indígenas, los Pueblos 
Afrodescendientes y las comunidades locales. Además, los esfuerzos para mejorar estos derechos deben 
tener en cuenta y abordar las disparidades de género en el acceso y la gestión de la tierra y desarrollarse 
de manera que se empodere a las mujeres dentro de sus comunidades. Para evaluar si los países están 
aprovechando estas oportunidades, y cómo lo están haciendo, analizamos sus estrategias nacionales de 
REDD+, así como la versión más reciente de las NDC60 presentadas por estos Estados a la Secretaría de 
la CMNUCC. 

Para empezar, casi todos (28 de 33) los países de nuestro conjunto de datos explícitamente incluyen 
la clarificación de la tenencia forestal para los Pueblos Indígenas, los Pueblos Afrodescendientes y las 
comunidades locales como componente de sus estrategias nacionales de REDD+. Sin embargo, el análi-
sis muestra que los compromisos rara vez se trasladan a las NDC. Solo tres países se comprometen 
explícitamente a reforzar o ampliar estos derechos en sus NDC y otros seis países se comprometen a 
utilizar las leyes y mecanismos existentes para hacerlo. Como resultado, la mayoría de los países (24) no 
hacen referencia a los derechos de tenencia o de gestión de los recursos naturales de las comunidades 
en sus NDC. Esta omisión de los titulares de derechos en las políticas nacionales aumenta el riesgo de 
que los derechos e intereses de las comunidades no se tengan en cuenta en las iniciativas y prioridades 
nacionales, lo cual agrava las importantes amenazas existentes para sus derechos y medios de vida.

Los compromisos para aclarar los derechos de tenencia de las mujeres o garantizar la equidad de género 
como componente de la estrategia nacional REDD+ o las NDC de un Estado también se quedan cortos en 
cuanto a lo que se requiere para promover la paridad de género en la gobernanza de la tierra y forestal. 
Incluso en los casos en que se incluyen los derechos de las mujeres, estos no están ligados a protecciones 
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jurídicamente vinculantes de los derechos de gobernanza de las mujeres Indígenas, Afrodescendientes 
y de las comunidades locales. Mientras que 21 países incluyen una referencia general a los derechos 
de las mujeres, la equidad de género o la integración de la perspectiva de género en sus estrategias 
nacionales REDD+, solo dos (Colombia y Guatemala) incluyen la clarificación de los derechos de tenencia 
de las mujeres como un componente de sus estrategias nacionales. Sin embargo, tanto Colombia como 
Guatemala no ofrecen una protección adecuada de los derechos de gobernanza (voto y liderazgo) de las 
mujeres de la comunidad, según datos recientes de la RRI.61 De los cinco CBTR de estos países, solo uno 
incluye disposiciones legales que protegen los derechos de las mujeres a votar y a participar de forma 
significativa en los órganos de toma de decisiones a nivel comunitario. Diez países no hacen referencia 
alguna al género o a los derechos de las mujeres en sus estrategias REDD+. Solo cuatro países incluyen 
compromisos claros para la clarificación de los derechos de tenencia de las mujeres como componente 
de sus NDC. Veinticuatro países hacen referencia a la importancia de la equidad de género o la integración 
de la perspectiva de género en sus NDC, pero no abordan la necesidad de aclarar y reforzar los derechos 
de tenencia de las mujeres. Cinco países no incluyen ninguna referencia al género o a los derechos de las 
mujeres en sus NDC. De los 99 CBTR de este estudio, solo 11 protegen los derechos de voto y liderazgo de 
las mujeres de la comunidad. En resumen, el potencial de las políticas de REDD+ de reforzar la seguridad 
de la tenencia de las comunidades, incluido el de las mujeres de estas comunidades, sigue sin cumplirse.

6. DEBIDO PROCESO LEGAL, EQUIDAD Y 
COMPENSACIÓN
Cuando se respetan el CLPI y los derechos, las comunidades deben disponer de vías para detener los 
procesos y proyectos, o poder dar a conocer sus quejas. Esta transparencia es clave para que las comuni-
dades confíen en la participación dentro de los proyectos de carbono. Evaluamos los países y codificamos 
los parámetros relacionados con el grado de transparencia de los países con respecto a plantear prob-
lemas dentro de los proyectos y procedimientos de carbono. El debido proceso legal relacionado con los 
proyectos de carbono suele definirse de forma distinta para los distintos CBTR, por lo que evaluamos los 
99 CBTR de manera independiente.

En general, encontramos que la transparencia y el debido proceso legal explícitos relacionados 
con el carbono son escasos. Solo tres países garantizan explícitamente el derecho de las comunidades 
a impugnar los proyectos de carbono. Entre ellos, Vietnam y México extienden esta protección a todos los 
CBTR, y Guyana garantiza el debido proceso legal para algunos CBTR, pero no para todos. En la mayoría de 
los demás países (26 de 33), las comunidades tienen un derecho general a impugnar decisiones o proyec-
tos gubernamentales, lo que, en teoría, incluye las cuestiones relacionadas con el mercado del carbono. 
En Ghana, Laos y en algunos CBTR de Gabón y Zambia, los derechos de las comunidades a impugnar al 
gobierno son poco claros. Observamos que incluso cuando existe claridad sobre el papel (por ejemplo, 
en Guyana), los esfuerzos de las comunidades por ejercer tales derechos pueden enfrentar obstáculos 
considerables. El Gobierno de Guyana y ART-TREES han rechazado sistemáticamente las quejas de los 
Pueblos Indígenas del país.62
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Un principio clave del debido proceso legal justo es el derecho general a la compensación por daños y 
perjuicios. Este derecho está reconocido en algunos CBTR, pero no en todos. De los 99 CBTR, las comu-
nidades tienen derecho a compensación por daños en 78 de los casos (en algunos casos, esto indica 
un derecho general a compensación en la legislación nacional en lugar de una ley específica de CBTR). 
Sin embargo, solo seis CBTR reconocen estos explícitamente para los proyectos de carbono, y todos 
ellos en la República del Congo y Perú. En 44 CBTR, las comunidades no tienen derecho a impugnar 
explícitamente los programas de carbono, pero existe un derecho general de compensación por daños 
para todos los ciudadanos. En 26 CBTR, los derechos de las comunidades a recibir compensaciones de los 
proyectos de carbono pueden deducirse a través de los derechos a la tierra o los bosques o, en solo dos 
casos (ambos en Indonesia), están vinculados directamente a los derechos sobre el carbono. En 21 CBTR, 
las comunidades no tienen derecho explícito a la compensación.

Para resumir esto a un nivel nacional, 21 países reconocen un derecho general a la compensación en 
todos los CBTR, ocho de los cuales lo reconocen implícita o explícitamente en el contexto específico de 
las transacciones de carbono. El derecho a compensación varía según el CBTR en nueve países, y en tres 
países no se reconoce un derecho a la compensación general.

La evaluación por terceros y la verificación de los proyectos son las últimas áreas en las que documenta-
mos la codificación legal de la equidad y el debido proceso legal. En casi la mitad (15 de 33) de los países, 
las leyes y regulaciones nacionales son poco claras o no abordan los requisitos de auditorías independ-
ientes realizadas por terceros para el seguimiento y la verificación de la adicionalidad de carbono de los 
proyectos. El acceso de las comunidades al apoyo jurídico no existe en más de la mitad (17 de 33) de los 

RECUADRO 8: ¿PARTICIPACIÓN PARA QUIÉN? 

Reconocimiento de los impactos de género de los proyectos de carbono
Aunque no se ha estudiado ampliamente, las lecciones aprendidas de otras inversiones basadas en la 
tierra y de los roles de género en la preservación de la naturaleza indican fuertes impactos de género 
de los proyectos de carbono. Por ejemplo, en muchas regiones, las mujeres tienen la responsabilidad 
de recoger y, a veces, vender la leña. Si un proyecto de carbono exige evitar la venta de leña, las 
mujeres de esa comunidad probablemente pierdan acceso a poder económico individual. Si esos 
ingresos se transfieren a un colectivo de toma de decisiones en grupo, probablemente tengan menos 
poder político para influir en cómo se utilizan los ingresos del carbono. Reconociendo este reto, al-
gunos países están estudiando cómo proteger la participación de género dentro de su gobernanza 
de las inversiones basadas en la tierra. La Ley de Derechos Consuetudinarios sobre la Tierra de Sierra 
Leona exige que el 30 por ciento de la comunidad que dé consentimiento a un proyecto en sus tierras 
comunales sean mujeres.63 Esta previsión surgió de una historia de exclusión intencionada64 de las 
voces de las mujeres en la toma de decisiones, así como de observaciones sobre la tendencia de 
las mujeres a aportar puntos de vista de más largo alcance y más orientados a la comunidad en los 
debates de toma de decisiones. Ahora que el gobierno de Sierra Leona está elaborando su política 
sobre el carbono para 2025, es prioritario mantener la fidelidad a estos derechos progresistas sobre 
la tierra.
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países, y el acceso garantizado a la información sobre los proyectos de carbono tampoco está garantizado 
en un tercio de los países evaluados. Solo cinco países reconocen derechos a auditorías en el contexto 
de los proyectos de carbono, y solo tres hacen referencia al acceso a apoyo jurídico en tales casos. En 21 
países, sin embargo, los promotores de proyectos deben facilitar a las comunidades alguna (20 de 33) o 
toda (1 de 33) la información sobre actividades, riesgos, ingresos y GRM del proyecto.

7. CONCLUSIÓN Y RECOMENDACIONES 
PRINCIPALES
A pesar de más de 15 años de apoyo internacional e inversión en programas nacionales de preparación 
para REDD+ y otras iniciativas relacionadas, el progreso hacia el reconocimiento integral y significativo 
de los derechos comunitarios sigue siendo lento. Nuestros hallazgos demuestran que la mayoría de los 
gobiernos no han adoptado las reformas legales y políticas necesarias para reconocer y proteger los dere-
chos al carbono de los Pueblos Indígenas, los Pueblos Afrodescendientes y las comunidades locales. El 
fracaso sistemático a la hora de reconocer y proteger los derechos sobre el carbono de las comunidades 
afectadas es evidente en los cuatro ámbitos de la legislación y de las políticas nacionales evaluados en 
este informe.

7.1 Principales hallazgos sobre el reconocimiento general de los 
derechos a los territorios, las tierras y los recursos forestales
Un marco legal nacional que dé pleno efecto a los derechos de los Pueblos Indígenas, los Pueblos Afrode-
scendientes y las comunidades locales, así como de las mujeres de estas comunidades, a sus territorios, 
tierras y recursos forestales es un requisito esencial para garantizar que las iniciativas de NbS se lleven 
a cabo de forma justa y equitativa. Sin embargo, la mayoría de los países de nuestro estudio aún no 
han puesto en marcha el conjunto global de leyes y regulaciones que proporcionen a estos grupos con 
el conjunto completo de derechos de acceso, extracción, gestión, exclusión, y debido proceso legal y 
compensación sobre sus tierras y recursos.

Doce países no protegen los derechos colectivos generales a los bosques, la tierra y los recursos de 
los Pueblos Indígenas, los Pueblos Afrodescendientes y las comunidades locales de ninguna manera. 
Dieciséis países carecen de disposiciones constitucionales o leyes generales que reconozcan el derecho 
de las comunidades al CLPI. Mientras que 33 países de nuestro estudio tienen leyes o regulaciones que 
permiten a las comunidades garantizar CBTR, más de la mitad de los 99 CBTR de nuestro estudio no 
proporcionan a estos grupos un conjunto completo de derechos y más de tres cuartas partes de esos 
CBTR (88) no proporcionan protección a los derechos de gobernanza de las mujeres de la comunidad. 
Además, la mayoría de los CBTR que hemos revisado son anteriores a 2008, el año en que comenzaron 
los esfuerzos a gran escala para conservar o mejorar el carbono secuestrado en los bosques tropicales y, 
por lo tanto, están mal equipados para hacer frente a los riesgos que suponen las actividades emergentes 
que utilizan el carbono como un producto comercializable para las comunidades.
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Estas deficiencias en los sistemas legales de los países que probablemente acojan planes de NbS amenazan 
los derechos, la autonomía, los medios de vida y la seguridad de la tenencia de los Pueblos Indígenas, 
los Pueblos Afrodescendientes y las comunidades locales. Los gobiernos deben reforzar sus marcos 
legales nacionales para proteger los derechos de las comunidades a controlar, beneficiarse 
y recibir el debido proceso legal y compensación por las actividades de NbS que afectan sus 
tierras o recursos o que se aplican a los servicios y funciones de los ecosistemas que directa o 
indirectamente fluyen de sus medios de vida sostenibles y prácticas culturales.

7.2 Principales hallazgos sobre la regulación del comercio de 
carbono 
En el contexto de las negociaciones en curso para la finalización de un mecanismo de mercado internacio-
nal (artículo 6.4) y los resultados de mitigación comercializables (artículo 6.2) en apoyo de las estrategias 
nacionales de reducción a cero, el no reconocer y hacer efectivos los derechos colectivos de las comu-
nidades a los bosques, la tierra y el carbono, incluidos sus derechos al CLPI, socava tanto la credibilidad 
de las soluciones climáticas impulsadas por el mercado como la capacidad de los Pueblos Indígenas, los 
Pueblos Afrodescendientes y las comunidades locales de ejercer sus derechos y autonomía sobre sus 
territorios consuetudinarios.

Incluso en los países que reconocen los derechos de las comunidades a controlar, gestionar o beneficiarse 
del carbono, existe el riesgo de que las NdS desplacen el reconocimiento básico y la protección de los 
derechos a la tierra, como se teme pase en Indonesia.65 La incapacidad de los gobiernos, especialmente 
en los países donde es probable que el comercio de carbono sea más activo, de garantizar beneficios 
para las comunidades en el contexto de J-REDD+ se extiende al comercio privado de carbono y supone un 
claro retroceso en la protección de los derechos de los Pueblos Indígenas, los Pueblos Afrodescendientes 
y las comunidades locales. Las regulaciones de carbono a nivel nacional no solo deben abordar 
las cuestiones relacionadas con las actividades que se derivan de los artículos 6.2 y 6.4, sino 
también garantizar que se respeten los derechos de las comunidades en las interacciones con 
el VCM. Lo ideal es que los países garanticen los derechos básicos a un nivel fundamental, pero la nueva 
regulación basada en el carbono puede presentar oportunidades para aumentar los derechos comuni-
tarios en torno a ámbitos específicos como primer paso. 

7.3 Principales hallazgos sobre la gobernanza de las protecciones, 
la distribución de beneficios y la tenencia en el contexto de REDD+ 
y el comercio de carbono
Tras casi dos décadas de apoyo multilateral y bilateral a la preparación de REDD+ a nivel nacional, los 
avances en el establecimiento de elementos clave en marcos legales nacionales eficaces para la gestión 
de los pagos por secuestro de carbono basados en resultados han sido disparejos. Dos avances apar-
entemente positivos son que 26 países han establecido SIS para sus actividades de J-REDD+, y 28 países 
explícitamente incluyen la aclaración de la tenencia forestal por los Pueblos Indígenas, los Pueblos Afrode-
scendientes o las comunidades locales como componente de sus estrategias nacionales de J-REDD+. Sin 
embargo, tanto el SIS como el reconocimiento de la necesidad de aclarar los derechos se pusieron en 
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marcha durante las primeras negociaciones de REDD+, y la evidencia sugiere que, hasta ahora, han tenido 
un efecto limitado en el avance de los derechos comunitarios.

En general, los avances hacia el cumplimiento de los elementos clave de la preparación para REDD+ que 
son importantes para las comunidades parecen haberse estancado, lo que socava su capacidad para ac-
ceder a los beneficios o a la justicia en el contexto de las actividades de secuestro de carbono que afectan 
a sus tierras. Solo 15 países han diseñado o puesto en marcha políticas de distribución de beneficios que 
se apliquen a los pagos basados en resultados generados a través de iniciativas J-REDD+. De ellos, solo 
cuatro países han establecido un requisito mínimo de asignación de beneficios a las comunidades afec-
tadas. Once países cuentan con GRM nacionales operativos para los programas J-REDD+. Sin embargo, 
ningún país parece haber establecido un GRM que incluya actividades privadas de comercio de carbono. 

Los gobiernos, los donantes y las organizaciones internacionales deben tomar medidas para 
garantizar la existencia de los elementos clave necesarios para que los sistemas de NbS sean 
justos, transparentes y equitativos, y que se extiendan tanto a las iniciativas públicas como 
privadas de comercio de carbono. El diseño de los SIS, las leyes y políticas de distribución de beneficios 
y los GRM deben ajustarse a las obligaciones de los Estados en virtud de la legislación internacional 
sobre derechos humanos. Por último, el desarrollo y la implementación de estas medidas no deben ir en 
detrimento de las reformas a largo plazo necesarias para reforzar los sistemas y las instituciones legales 
nacionales de estos países.

7.4 Principales hallazgos sobre las normas relativas al debido 
proceso legal, la equidad y la compensación en el comercio de 
carbono 
Estas deficiencias en los marcos legales y regulatorios de los países que participan en la NbS o que 
pretenden hacerlo ponen en peligro a las comunidades y, en última instancia, limitan su capacidad para 
obtener beneficios de los paisajes que poseen y administran. El escaso número de reformas desde 2008 
sugiere que las inversiones realizadas hasta la fecha en los procesos de NbS (por ejemplo, la preparación 
para REDD+) han contribuido poco a fortalecer los derechos de las comunidades en las últimas décadas. 
Tampoco proporcionan un entorno jurídico estable que propicie el desarrollo y la aplicación de interven-
ciones de NbS que puedan aportar verdaderos beneficios climáticos, sociales y ambientales, tal como 
se señala en el artículo 4 del Acuerdo de París, el cual exige medidas climáticas que tengan en cuenta la 
necesidad de equidad, la reducción de la pobreza y el desarrollo sostenible.

Estos riesgos se magnifican aún más por el hecho de que la mayoría de los países tropicales y subtropi-
cales del mundo con un alto potencial para NbS se encuentran también entre los más débiles en términos 
de transparencia, rendición de cuentas y aplicación efectiva del Estado de Derecho. Desde la perspectiva 
de los inversionistas públicos o privados, el desarrollo de NbS en países mal gobernados conlleva niveles 
adicionales de riesgos que pueden mitigarse en gran medida garantizando que se reconozcan y com-
pensen debidamente los derechos y las contribuciones de quienes efectivamente poseen y gestionan las 
tierras y los bosques objeto de los planes de reducción de emisiones.

Respetar e implementar las normas y los derechos relativos al debido proceso legal, la equidad 
y la compensación son necesidades fundamentales para los proyectos iniciados fuera de las 
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comunidades. Especialmente en el caso de los mercados de carbono, cuya reputación ya se tambalea 
por las exageradas afirmaciones de adicionalidad, la transparencia en torno a la forma en que las comuni-
dades se ven afectadas y participan en los beneficios potenciales es crucial para mantener la credibilidad 
y la confianza del mercado. Deben establecerse normas mínimas para los mecanismos de distribución de 
beneficios y procesos claros para los promotores de proyectos y las comunidades, con el fin de garantizar 
una aplicación equitativa de las NbS. 

7.5 La urgencia de promover los derechos de las comunidades 
sobre el carbono y su papel en la crisis del carbono
Basándose en conocimientos tradicionales arraigados en cosmovisiones ecocéntricas, los Pueblos Indíge-
nas, los Pueblos Afrodescendientes y las comunidades locales, y en particular las mujeres de estas comu-
nidades que actúan como guardianas del conocimiento y a menudo tienen la clave de las relaciones de 
las comunidades con la naturaleza, tienen un historial demostrado de administración eficaz y sostenible 
de sus tierras y recursos consuetudinarios. En este contexto, las iniciativas de NbS bien diseñadas y éticas, 
junto con las intervenciones para abordar los factores transnacionales de la demanda global de materias 
primas y las reducciones profundas, rápidas y sostenidas de las emisiones de gases de efecto invernadero 
exigidas por el Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático, podrían utilizarse para 
fortalecer la seguridad de la tenencia, las culturas y los medios de vida de los Pueblos Indígenas, los 
Pueblos Afrodescendientes y las comunidades locales, así como de las mujeres de estas comunidades. 

Dado el creciente interés y las inversiones en NbS, es fundamental que los gobiernos y la comunidad 
internacional en general tomen medidas para promover medidas climáticas eficaces, equitativas, trans-
formadoras del género y sostenibles que respeten los derechos humanos de las comunidades afectadas 
y contribuyan a la erradicación de la pobreza según el artículo 4 del Acuerdo de París. Como se destaca 
en este informe, esto debe incluir esfuerzos para proteger activamente e impulsar a gran escala el recon-
ocimiento de los derechos sobre el carbono de los Pueblos Indígenas, los Pueblos Afrodescendientes, 
las comunidades locales y las mujeres dentro de estas comunidades, a través de reformas legales y me-
canismos generales, así como medidas adoptadas específicamente para hacer frente a los riesgos y las 
oportunidades vinculados al comercio de carbono.
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